
ACTA N' 356. Lugar, fecha y hora de inicio. Mediante plataforma digital Zoom y bajo

modalidad remota, a los un días de julio de 2020, siendo horas 15:36, el Consejo Asesor

de la Magistratura abre su sesión trescientos cincuenta y seis, bajo la presidencia de la

Dra. Eleonora Rodríguez Campos. Asistentes: Dr. Antonio Estofán (Suplente por

Corte Suprema de Justicia); Leg. Marta Najar (Suplente por la mayoría parlamentaria);

Leg. Javier Morof (Suplente por la mayoría parlamentaria); Leg. Nadima Pecei

(Suplente por la minoría parlamentaria); Dr. Luis José Cossio (Titular por los

magistrados del Centro Judicial Capital); Dr. Esteban Padilla (Titular por los abogados

del Centro Judicial Capital); Dra, Malvina Seguí (Titular por los magistrados de los

Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Diego Vals (Titular por los abogados de

los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Carlos Sale (Suplente por los

magistrados del Centro Judicial Capital); Dra. Claudia Córdoba (Suplente por los

abogados del Centro Judicial Capital); Dr. Edgardo Sánchez (Suplente por los

magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros) y Dr. Luis Marquetti

(Suplente por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros). En la

presente sesión se toma versión taquigráfica de las manifestaciones efectuadas por los

miembros del Consejo por parte del Cuerpo de Taquígrafos de la H. Legislatura de

Tucumán. En caso de que un consejero lo requiera expresamente se dejará constancia en

el acta de la manifestación en cuestión. ORDEN DEL DÍA: De acuerdo a lo dispuesto en

los artículos 7, 13 inciso d) y concordantes del reglamento interno del Consejo Asesor de

la Magistratura el orden del día para la sesión n* 356 y que fuera remitido anteriormente

a los Sres. Consejeros es el siguiente: 1) Designación de Consejeros para la firma. 2) A

consideración acta de la sesión anterior. 3) Concurso n* 167 (Juzgado de Primera

Instancia del Trabajo del Centro Judicial Capital): elevación de terna al Poder Ejecutivo

Provincial. 4) Concurso n? 188 (Tribunal de Impugnación del Centro Judicial Capital):

E¿eRvación de terna al Poder Ejecutivo Provincial. 5) Concurso n* 215 (Vocalía de Cámara

SES Penal Sala 1 del Centro Judicial Concepción): aprobación del acta de valoración de

antecedentes. 6) Licitación pública n* 02/2019: “Adquisición de mobiliario para el Nuevo

Edificio del Consejo Asesor de la Magistratura”: a consideración presupuesto

actualizado. 7) A consideración proyecto de reglamentación de la instancia de evaluación

psicológica. 8) Concurso n* 211 (Vocalía de Cámara Civil en Documentos y Locaciones
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Sala1 del Centro Judicial Capital): entrevistas personales. Concursantes a entrevistar: a)

TOLEDO, PABLO ROBERTO 83,00; b) MONTEROS, MARÍA SOLEDAD 77,00; c)

VIOLETTO, LEONARDO 66,20; d) RIVAS, CARLOS RAÚL 66,10; e)

MOEREMANS, DANIEL E. 66,00; f) CAGNA, PEDRO DANIEL 66,00; g) MÉNDEZ,

ELEONORA CLAUDIA 66,00; h) BRITO, FABRICIO RAÚL 65,80; i) RODRÍGUEZ

DUSING, M. GABRIELA 65,50; j) YAMÚSS, INÉS DE LOS ÁNGELES 65,00; k)

GARCÍA HAMILTON, FERNANDO 64,85; 1) STORDEUR DE ZAVALÍA,

EZEQUIEL 63,70; m) BARQUET, MARÍA TERESA 63,00; nm) RUÍZ DE LOS

LLANOS, A. VALENTINA 63,00; r) HURTADO, CRISTINA FÁTIMA 61,40; s)

BARROS, MARÍA INÉS 56,75; t) YANE MANA, PEDRO ESTEBAN 55,80.

DESARROLLO DE LA SESIÓN: I.- Designación de Consejeros para la firma. La

Dra. Rodríguez Campos tomando la palabra expresó que conforme al reglamento y

protocolo aprobado para este tipo de reuniones se debía designar a los consejeros que

firmarian las actas y los acuerdos producto de la reunión. A tales efectos propuso a los

consejeros Esteban Padilla, Marta Najar, Luis Cossio, Malvina Seguí, Nadima Pecci y

presidencia. La propuesta se aprobó por el voto nominal y unánime de los presentes. UL-

A consideración acta de la sesión anterior. La Dra. Rodríguez Campos tomando la

palabra consultó a los consejeros si estaban de acuerdo con el acta que se había enviado

vía correo electrónico. Los consejeros prestaron conformidad y el acta fue aprobada con

el voto nominal de la totalidad los consejeros presentes. H.- Concurso n* 167 (Juzgado

de Primera Instancia del Trabajo del Centro Judicial Capital): elevación de terna al

Poder Ejecutivo Provincial. La Presidenta señaló que el presente concurso se encontraba

en condiciones de finalizar con la pertinente remisión de terna correspondiente al Poder

Ejecutivo de la Provincia. Dio lectura a la parte resolutiva del proyecto de Acuerdo para

elevar la terna integrada por los doctores 1) Jorge Agustín Muñoz; 2) Sandra Alicia

González; y 3) Patricia Mónica Ruiz. Sometido a consideración el proyecto fue aprobado

por el voto afirmativo de los consejeros Rodríguez Campos, Estofán, Padilla, Córdoba,

Najar, Morof, Pecci, Cossio y Sale. IV.- Concurso n? 188 (Tribunal de Impugnación

del Centro Judicial Capital): elevación de terna al Poder Ejecutivo Provincial. Por

Presidencia se dio lectura al proyecto de acuerdo por el que se eleva al Poder Ejecutivo

de la Provincia la terna del concurso n* 188 (Tribunal de Impugnación del Centro Judicial
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Capital) integrada en esta oportunidad de la siguiente manera: 1) Carlos Santiago

Caramuti; 2) Laura Julieta Casas; y 3) Facundo Maggio. Se aprobó el proyecto de acuerdo

con el voto de los consejeros Rodríguez Campos, Padilla, Córdoba, Najar, Morof, Pecci,

Cossio y Sale. V.- Comcurso n? 215 (Vocalía de Cámara Penal Sala 1 del Centro

Judicial Concepción): aprobación del acta de valoración de antecedentes. La Dra.

Rodríguez Campos propuso aprobar el acta cuyo tenor había sido remitido previamente a

los consejeros vía correo electrónica. Sometida a consideración el acta se aprobó con el

voto de los consejeros Rodríguez Campos, Estofán, Vals, Marquetti, Najar Morof, Pecci,

Seguí y Sánchez. VL- Licitación pública n* 02/2019: “Adquisición de mobiliario para

el_ Nuevo Edificio del Consejo Asesor de la Magistratura”: a consideración

presupuesto actualizado. La Presidenta señaló con relación a este punto que el

presupuesto estaba en estudio. Que hubo una serie de modificaciones y que la propuesta

era posponer la decisión para la próxima sesión respecto al presupuesto de la licitación y

del mobiliario para el nuevo edificio. Se aprobó la moción con el voto unánime y nominal

de los presentes. VIL- A consideración proyecto de reglamentación de la instancia de

evaluación psicológica. Refirió la Dra. Rodríguez Campos que simplemente se puso a

conocimiento un nuevo proyecto respecto de la evaluación psicológica que el Consejo

debía reglamentar, para que sea tratado en futuras sesiones y pase a estudio de los

consejeros. Expresó que antes de continuar con el siguiente punto referido a las

entrevistas personales quería introducir un punto en el orden del día concerniente a la

aceptación de la renuncia del Dr. Fernando Ganami como Director de la Escuela Judicial.

Se aprobó la incorporación al orden del día del tema. Posteriormente se dio lectura al

proyecto de acuerdo por el que se aceptaba la renuncia del doctor Fernando Ganami al

cargo de director de la Escuela Judicial del CAM y se instruía la secretaría académica a

tomar las funciones de la Dirección hasta tanto se sustancie el nuevo concurso. La Dra.

Seguí consultó qué había ocurrido con el reconocimiento al Dr. Ganami a lo que

respondió la Presidenta que se incluyó en el acuerdo un reconocimiento a la labor

realizada por el doctor Ganami desde la creación de la Escuela Judicial hasta la fecha en

la cual presentó su renuncia. El Dr. Sánchez tomando la palabra expresó que quería hacer

una manifestación personal con relación al desempeño del doctor Ganami, su

reconocimiento y agradecimiento. Que había tenido la oportunidad de compartir con él el
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trabajo enla Escuela Judicial, siendo consejero académico de la escuela, y que realmente

su trabajo había sido brillante. Que dejaba constancia públicamente de su agradecimiento

y sus felicitaciones por su nueva función. Se aprobó el acuerdo con el voto nominal y

unánime de los presentes. VIML.- Concurso _n? 211 (Vocalía de Cámara Civil en

Documentos y Locaciones Sala Il del Centro Judicial Capital): entrevistas

personales. La Presidenta informó que estaban presentes en la sala virtual, conforme al

protocolo oportunamente aprobado, al que habían expresado su aceptación, los

postulantes en condiciones de ser entrevistados en el presente concurso y que se daría

inicio a la entrevista del concurso n? 211. A través del área técnica se dio ingreso a la sala

de reunión remota del Consejo al primer postulante, Doctor Pablo Roberto Toledo.

Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el doctor Pablo Roberto Toledo. Dra.

Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor. Antes que nada le doy la bienvenida en

nombre de todo el Consejo. Le voy a pedir que me cuente si está solo en el lugar de donde

está transmitiendo la entrevista. Dr. Toledo. Sí, estoy solo. Dra. Rodríguez Campos. Le

vamos a pedir que siempre durante la entrevista en todo momento esté mirando la

pantalla, le vamos a pedir también que si no entiende alguna pregunta no la repita en voz

alta, sino que le pida al consejero que se la rejtere. Esta entrevista se va a realizar de

manera muy similar a las entrevistas presenciales. Los consejeros le van a ir haciendo

preguntas en el orden en que van pidiendo la palabra. También le voy a pedir que se

presente ante el Consejo y que nos cuente aquello que a usted le parezca relevante en esta

instancia. Dr. Toledo. Antes que nada, buenas tardes a todos. Estoy casado, tengo dos

hijos. Me recibí de abogado en el año 2003 en la UNT. Desde el 2003 hasta el 2010 ejerci

la profesión, actividad privada, mientras estuve ej erciendo la profesión ocupe funciones

en la Secretaría de Estado de Derechos Humanos de la Provincia, en ese tiempo también

cursé una maestría en Derecho Procesal y un doctorado en Derecho, ambos en la

Universidad Nacional de Rosario en Santa fe. En el año 2010 ingreso al Poder Judicial y

a partir del 2011 me designan relator de la Corte de Justicia de la Provincia de Tucumán

en donde desde aquel entonces,de 2011 hasta fines del año pasado siempre cumplí

funciones en la Sala Civil y Penal, es decir trabajando en expedientes civiles y penales.

También trabajé con temas de la Cámara de Documentos y Locaciones. A fines del año

pasado cambio de sala para el vocal que trabajo, así que desde ese entonces, trabajo para



la Sala Laboral y Contencioso Administrativa; también durante esos años obtuve el título

de magíster en Derecho Procesal, doctor en Derecho, también cumplo funciones docente

en la Facultad de Derechos y Ciencias Sociales de la UNT, tanto en la cátedra de Derecho

Procesal Il a cargo de la doctora Sbdar como en la cátedra de Derechos Humanos a cargo

del doctor Daniel Posse. Participar de este concurso ha implicado para mí un gran desafío,

tengo muchas ganas de asumir compromisos, el desafío de la magistratura y estoy

dispuesto a contestar las preguntas de ustedes. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra

el doctor Luis Cossio. Dr. Cossio. Doctor, buenas tardes. Estamos ante una inminente

reforma del Código Procesal Civil y dentro de esas reformas, una que va a impactar de

lleno en el fuero de Documentos y Locaciones es la implementación de los procesos de

estructura monitoria, ¿qué opinión le merece a usted la regulación de este tipo de proceso

en el nuevo Código o en el proyecto del nuevo Código? Dr. Toledo. El proceso de

estructura monitoria ya está implementado en provincias como Mendoza, forma parte del

proyecto de reforma del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación y de la

Provincia. Particularmente estoy a favor y veo con mucho agrado la incorporación de esta

herramienta porque va a permitir dar respuestas rápidas, más objetivas a los créditos en

un tema donde quizás hay una demanda de mayor celeridad a pesar del trámite especial

que tiene el actual Código Procesal Civil y Comercial de Tucumán y de la Nación. El

derecho siempre es construcción, siempre va haber conflictos, nuevas cuestiones que

resolver, pero estoy convencido de que todo el fuero, todo el Poder Judicial está en

condiciones de emprender la modificación de dicho Código, asumir los compromisos que

implica, implementar el proceso monitoreo como una herramienta que vamos a

aprovecharla y vamos a hacer que funcione y que sirva. Por supuesto siempre va a haber

complicaciones, por ejemplo, me tocó en una ponencia plantear el tema de las dificultades

que van a generar los pagarés de consumo frente al proceso monitoreo, son cuestiones

SES ciles, complejas, pero el desafío es en cada caso analizarlo y superarlo para poder

oa la mejor respuesta a los justiciables. Dr. Sánchez. Buenas tardes doctor, lo felicito
ESSsSo su desempeño. Tengo una pregunta que me genera curiosidad en cuanto a su opinión,

usted está siendo parte de un proceso que se vale de medios electrónicos para poder

entrevistarlo, y en ese contexto me gustaría saber su opinión del uso de las tecnologías y

de los medios electrónicos, para las transacciones. En este caso me gustaría que hable
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sobre el tema del cheque electrónico, ¿cuál es el impacto que puede tener teniendo en

consideración este contexto donde se ha favorecido el uso de medios electrónicos, qué

opinión le merece el sistema y qué impacto puede tener esto en el fuero al que usted

aspira? Dr. Toledo. Antes que nada, soy un convencido de que las nuevas tecnologías

son un imperativo para el funcionamiento del Poder Judicial y que es imposible resistirse

frente a una realidad que nos envuelve. Particularmente hoy entró en funcionamiento una

ley que modifica la regulación de los alquileres que incorpora también el domicilio

electrónico como una innovación. Creo que es un deber de parte de todos los que

formamos parte del Poder Judicial asumir el compromiso de consustanciarnos con las

herramientas tecnológicas y buscar la forma de que esto funcione adecuadamente, porque

siempre genera nuevos desafíos la implementación de las tecnologías y es un deber de

nosotros superarlos. Particularmente los cheques electrónicos como todas las

herramientas tecnológicas, nosotros en Derecho Procesal enseñamos también de que en

la medida en que funcione con mecanismos de seguridad que garanticen en este caso a

los que van a juzgar la validez y la exigibilidad de esa obligación, el juez no tiene porqué

desconocer o dudar de la eficiencia de esos mecanismos y de esas herramientas para el

funcionamiento del comercio; y por lo tanto del Poder Judicial y en el caso particular del

fuero de documentos y locaciones tiene que interpretar y esforzarse para contener y

comprender el funcionamiento de esas herramientas de modo de poder valorar

adecuadamente su eficiencia y su validez con cada caso en concreto. Dr. Marquetti.

Buenas tardes doctor. Como usted sabrá los magistrados de Documentos y Locaciones

dictan una sentencia de desalojo, pero ahí están compelidos al lanzamiento, porque deben

respetar las convenciones internacionales, como ser las que protegen a los niños, a los

discapacitados y es por eso que el juez no puede, más allá de su trabajo durante tanto

tiempo en el proceso, ejecutar y por ahí se ve obligado a pedir informes al Instituto de la

Vivienda, al Ministerio de Desarrollo Social, incluso a los municipios para que velen por

la situación de ese niño o de ese discapacitado. Estaba viendo que en la nueva ley de

alquileres se crea un programa nacional de alquileres sociales para que colabore con las

personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad. ¿Hasta qué punto, hasta dónde

la existencia de menores o discapacitados dentro de una vivienda puede obstaculizar la

ejecución de la sentencia? Dr. Toledo. La cuestión es muy compleja. Existen fallos con



muchas tonalidades en la cuestión, recuerdo un fallo de la Corte, era una usurpación, pero

en realidad lo que hace es suspender el desalojo, a los efectos de garantizar una persona

de mucha vulnerabilidad que se encontraba viviendo en el terreno. Es un tema complejo

en donde hay que abordarlo en cada caso en particular, desde mi perspectiva, pero estoy

convencido de que no es el locador o el comodante el que tiene que cargar finalmente con

el costo de la asistencia de una persona menor en situación de vulnerabilidad que tiene la

obligación de restituir el inmueble que está en juicio. Entonces, considero que es

saludable que un juez adopte todas las medidas necesarias para evitar que el demandado

quede finalmente en la calle, y eso implica muchas veces hacer intervenir a organismos

oficiales como usted señaló para que le brinden alguna cobertura o solución transitoria

para que logre una solución definitiva. Creo que es razonable que los jueces tengan alguna

consideración; incluso alguna situación de espera necesaria, eventualmente, pero que eso

no puede lograr que el locador no recupere el bien inmueble fruto del juicio. Como le dije

recién es un tema que hay que analizarlo casuísticamente y que tiene muchos matices en

la jurisprudencia, incluso algunos doctrinarios como Salgado han planteado supuestos y

no asumen una posición definitiva, sino que remite al caso en particular para una solución

definitiva en cada caso. Dr. Sale. Doctor felicitaciones por haber logrado llegar a esta

instancia. Mi pregunta es la siguiente. La verdad que no conozco mucho de Derecho Civil,

pero se me ocurrió esto en el marco de este aislamiento social preventivo y obligatorio.

Yo veo que se han afectado múltiples derechos, algunos contratos de alquiler, por

ejemplo, que seguramente van a llegar a judicializarse. Entonces, creo que es razonable

entender que los contratos se extinguen fundamentalmente con el cumplimiento de las

prestaciones convenidas, lo que se llama muerte natural del contrato ¿En el caso que nos

ocupa del aislamiento en donde la parte no puede cumplir con una parte del contrato

debido a situaciones que quizás sean justificadas por este tema de la pandemia, usted cree

o ve la posibilidad de que la solución de este tipo de problemáticas en razón de la

¿Pandemia deberá tener algún tópico o parámetro especial para solucionar este tipo de

Se
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SA un decreto de la Presidencia en donde regula primero la suspensión de los desalojos,

<Stoblemas judiciales que se podrían llegar a plantear? Dr. Toledo. Sí por supuesto. Hay

ge eS segundo el congelamiento de los alquileres a marzo de 2020 y también una posibilidad

$ de llevar toda la prórroga de los contratos de locación al 30 de septiembre de 2020, sin
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perjuicio de eso soy consciente de que esto va a generar múltiples conflictos y esto puede

desencadenar en una interesante cantidad de procesos judiciales vinculados a locaciones

y desalojos y creo que va a ser necesario tener una mirada propia del Derecho

Constitucional sobre las normas procesales y las normas de fondo que tenga en cuenta las

situaciones de vulnerabilidad, darle una atención especial y generar como estándares de

respuestas judiciales en función de esas situaciones en particular que muchas veces van a

ser también casuisticas y complejas. Me parece interesante remarcar que esto va a exigir

la profundización de una nueva mirada del derecho frente a este fenómeno, porque tiene

que ver con la necesidad de una valoración, un modelo de juzgamiento más de

ponderación y no del supuesto de hecho y la aplicación de la consecuencia jurídica

dispuesta por la norma, sino una mirada más amplia que tenga en cuenta el derecho

internacional sobre los derechos humanos, la Constitucional Nacional, la Constitución

Provincial y una mirada que permita responder y contener a todos los valores y principios

que surgen de esos instrumentos internacionales que en muchos casos están enfocados en

la tutela específica de los sujetos vulnerables que muchas veces van a ser víctimas

también de esta situación generalizada que vivimos. Dra. Rodríguez Campos. Doctor,

le agradecemos y lo saludo en nombre de los consejeros. Se retira de la sala virtual de

reunión el doctor Pablo Roberto Toledo. Doctora María Soledad Monteros. Entrevista.

Se retira de la sala virtual de reunión el consejero Luis Cossio. Ingresa a la sala virtual de

reunión la doctora María Soledad Monteros. Dra. Rodríguez Campos. Buen día,

doctora. Antes que nada, le doy la bienvenida en nombre de todo el Consejo. Le voy a

pedir que me cuente si está sola en el lugar de donde está transmitiendo la entrevista. Dra.

Monteros. Sí, estoy sola. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que siempre

durante la entrevista en todo momento esté mirando la pantalla, le vamos a pedir también

que si no entiende alguna pregunta no la repita en vos alta, sino que le pida al consejero

que se la reitere. Esta entrevista se va a realizar de manera muy similar a las entrevistas

presenciales. Los consejeros le van a ir haciendo preguntas en el orden en que van

pidiendo la palabra. También le voy a pedir que se presente ante el Consejo y que nos

cuente aquello que a usted le parezca relevante en esta instancia. Dra. Monteros. Tengo

41 años, estoy casada, tengo tres hijos. En cuanto a mi formación académica me parece

relevante destacar de que además de abogada, soy escribana y mediadora, también



terminé la formación de aspirante a magistrado de la Escuela Judicial de la Nación,

culminé también la especialización en Derecho Procesal en la UNT, estoy trabajando en

la tesis sobre procesos monitorios en la nueva incorporación que trae el anteproyecto del

Código Procesal Civil y Comercial, soy especialista en justicia constitucional y derechos

humanos por la Universidad de Bolonia, magister en magistratura y gestión judicial por

la Universidad Nacional Santo Tomás de Aquino y doctoranda en el doctorado de Ciencia

Jurídicas de la Universidad Católica Argentina. También fui integrante de la comisión de

redacción del anteproyecto del Código Procesal Civil y Comercial de Tucumán que hace

poco, esta mañana dijeron que están por darle tratamiento, así que es una grata noticia.

En cuanto a mi carrera profesional en este momento me estoy desempeñando como juez

subrogante del juzgado Civil en Documentos y Locaciones de la II Nominación, muchos

antes ejercí la profesión durante 4 años y estoy hace 14 años en el Poder Judicial. Ingresé

como ayudante judicial, fui realizando la carrera judicial, llegué a prosecretaria en el

juzgado Civil y Comercial de la VII Nominación, allí estuve por cinco años, luego

ascendí a la Cámara Civil en Documentos y Locaciones, Sala II como relatora allí estuve

un poco más de siete años; es decir conozco acabadamente la Cámara que se está

concursante como así también a todos los integrantes, incluso ful integrante de la

comisión de gestión de calidad que tiene la Cámara en representación de los relatores. La

Cámara viene haciendo política de gestión de calidad desde el año 2013,

permanentemente fuimos avanzando en modificaciones hasta que decidimos en el 2017

y 2019 nuevamente presentarnos a los premios nacionales de la calidad, allí obtuvimos

una mención especial. Me parece relevante traer a colación la devolución que nos dieron

los auditores, destacando primordialmente el nivel de compromiso de todos los

integrantes de la Cámara, empleados, funcionarios y magistrados. También el

acondicionamiento físico que se hizo de la Cámara para mejorar el servicio al usuario. Se

colocó una sala de espera para poder recibir a las personas y si tienen algún problema de

y” ¿»Movilidad se pusieron sillones, mesas, también se señalizó para determinar la atención

prioritaria a embarazadas, personas con discapacidad o mayores. Tiene un panel de

comunicación en la puerta de la Cámara donde se publican todas las sentencias relevantes

que hicieron mes a mes. Por otro lado, también destaca las reuniones que realiza

presidencia con todo el personal cada 15 días, lo cual contribuye a la comunicación y a la



gestión de la Cámara. Además, lo que destacaron también fue el manual de gestión de

calidad que tiene la Cámara. Eso les llamó mucho la atención, porque desde el año 2013

tiene instructivo de trabajo, de manera tal que cuando ingresa un nuevo empleado o tiene

licencia prolongadas, allí en ese instructivo de trabajo está detallado cada una de las

funciones que cumple cada uno de los empleados y funcionarios. De manera tal que no

hay problemas cuando ingresa un nuevo empleado, porque sabe qué hacer. En el año 2019

se dieron dos licencias por maternidad y una por paternidad, es decir que estuvo sin un

personal importante, pese a ello la Cámara siguió trabajando al día, de manera tal que los

empleados se reemplazaban entre sí. Algo que me parece importante destacar son las

reuniones que realizan los vocales diariamente. Todos los días a las 10:00 de reúnen para

tratar temas atinentes a la gestión y también relativos a la atención de la Cámara, pero por

sobre todas las cosas a tratar cuestiones jurídicas, a buscar el consenso y eso es lo que me

parece importante destacar de esta Cámara y de cualquier tribunal de impugnación. Ahí

radica la diferencia entre un tribunal de alzada y un juez de Primera Instancia, este último

dicta la sentencia en el despacho, en la soledad de su despacho, a lo sumo puede

consultarle al relator o a su secretario, pero él es el que termina haciendo la sentencia, en

cambio en la Cámara lo que estuvieron saben lo difícil que es lograr muchas veces el

consenso con los demás integrantes del tribunal; y me parece importante también con

todas las demás salas, porque eso hace a la seguridad jurídica. Entonces, realmente es

elogiable el trabajo que hacen diariamente los vocales de la Cámara de Documentos

porque siempre están abiertos a los cambios y a lograr consensos entre las tres salas, para

ello es fundamental aparte de tener la mente abierta y de tener un diálogo respetuoso,

dejar los egos afuera, en la puerta del despacho y eso es fundamental para poder lograr el

consenso, cuando hay seis vocales, son seis cabezas, acá lo importante es buscar la justicia

en el caso concreto más allá de quién fue el vocal que hizo la propuesta. Eso me parece

muy relevante de la Cámara a la que estamos concursando. Otro tema importante es la

alta productividad que tiene la Cámara pese a que está con vacancia sigue al día. El año

pasado terminaron con una sola sentencia pendiente, Sala II y III con los trámites

proveídos, oficios, cédulas todas las día, dictaron alrededor de 1.231 sentencia, mi Sala

dictó 375 sentencias, en todo momento están asistiendo a las otras salas pese a que

tuvieron licencia por maternidad, vacancias por la Sala ll igualmente la Cámara funciona
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al día, es un alto nivel de exigencia, pero así también son los resultados. Durante el asueto

extraordinario hemos dictado 20 sentencias, en lo que va del año ya hasta el viernes

habían dictado 165 sentencias de las cuales 60 son de la Sala II. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Padilla. Dr. Padilla. Buenas tardes doctora Monteros, la felicito

por haber llegado a esta instancia. Le quería preguntar ¿qué opinión tiene usted del pagaré

en las relaciones de consumo, su habilidad como título ejecutivo en sí, si se puede integrar

dicho título con alguna otra documentación y en qué momento procesal debería

integrarse? Dra. Monteros. El pagaré de consumo no es una novedad, en el 2011 ya un

fallo plenario de la Cámara Nacional con el voto del doctor Heredia comenzó con esto

del pagaré de consumo que era el pagaré que tiene como una relación subyacente, una

relación de consumo, que tiene como causa y fundamentalmente se la da por ejemplo,

cuando van a comprar electrodomésticos, ropa deportiva y les hacen firmar un pagaré de

acuerdo a las cuotas o bien en los créditos cuando van a pedir un préstamo personal

también le hacen firmar pagarés en garantías. Entonces, claramente hay una relación de

consumo y la actuación es que es fundamental el derecho del consumidor, irrumpió en el

sistema jurídico y nosotros tenemos una manda constitucional que es el artículo 42 que

nos obliga a proteger al consumidor, es decir que nosotros como jueces estamos

obligados, tenemos el deber de actuar porque hay alguna discusión sobre si el juez tiene

que actuar de oficio o tiene que actuar a petición de parte. En primer lugar, creo que el

pagaré tiene que integrarse, debe integrarse si tiene una relación de consumo debe

integrarse con el contrato base, ya sea el contrato si fue una factura, la compra-venta o si

fue un contrato de mutuo deberá integrarse como dice en general la jurisprudencia y

también opino lo mismo, ¿cuándo es la oportunidad? y un poco lo han plantado los

abogados, si es al principio hay dos momentos en que el juez analiza el título, antes de

librar la intimación de pago y al final en la sentencia. Entonces, lo óptimo sería que lo

realice antes de la impugnación de pago. Ustedes me pueden preguntar si cómo saben si

SY o, . 0z/ RÓS pagaré es una relación de consumo, tiene una relación subyacente antes de que se
SO oa .
Sora traslado de la demanda, entonces, hay indicios por el cual los jueces pueden tener
OS . . ,

SS como un grado de certeza un proveedor, por ejemplo si es una empresa que se dedica a
5 $ cx . 2 a .o RS vender electrodomésticos o ropa deportiva, también otro indicio importante es la cantidad
S

de juicios ejecutivos que tienen en el fuero. Hay empresas que tienen 1.200 juicios
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ejecutivos en trámite, otro indicio también es el bajo monto que tienen los pagarés y

también que el que suscribe es una persona humana, pero lo mismo, al ser una persona

jurídica no significa que no se podría pensar de que hay un pagaré de consumo si es que

inicia un cobro ejecutivo una persona humana, porque también los demás indicios se

pueden dar en este caso aunque sea una persona humana contra otra persona humana

también podría verificarse una existencia de relación de consumo y que en el fuero pasa

porque por más que sea una persona humana, tenemos 1.200 causas de cobro ejecutivo

de esa persona humana. Entonces, claramente deducimos que se dedica al préstamo de

dinero. Entonces, yo creo que hay que pedirle la integración antes, pero muchas veces

cuando yo asumí el cargo, los juicios ya están comenzados y me parece que la

oportunidad, si bien sería óptimo hacerlo antes, también pienso que hasta la sentencia

definitiva se puede pedir la integración; incluso dice la jurisprudencia nacional que la

Cámara podría pedir la integración aun cuando el juez de Primera Instancia no la haya

pedido, esto si bien es hasta que la jurisprudencia se unifique y este criterio comienza a

arraigarse más en el fuero, tengan en cuenta que desde el año 2011 en Buenos Aires y en

todo el resto de las provincias ya están funcionando, pero en Tucumán es muy poco

todavia lo que hay sobre pagaré de consumo, hay una resistencia todavía en la

magistratura de aplicarla, sin embargo ya tenemos en el 2019 un fallo de la Corte Suprema

de Tucumán “Banco del Tucumán contra Cruz, María Ángela”, creo que a partir de ese

fallo la aplicación de oficio de la ley del consumidor en los pagarés de consumo es

insoslayable, ya a partir de ese fallo se abrió un camino que me parece que ya no tiene

vuelta atrás, pero bueno es un camino lento, hay muchas impugnaciones, hay mucha

resistencia también desde los abogados litigantes, hay una resistencia, pero bueno, si bien

tengo muchos ejemplos de que proveedores que integran el título sin ningún

inconveniente, hay otros que les cuesta y todavía estamos en veremos. La Cámara también

está dividida en ese sentido, hay una división importante, entonces, veremos cuando suba

a la Corte qué es lo que vuelve a decir. Dr. Sánchez. Felicitaciones doctora Monteros.

Tengo una pregunta que se relaciona con este contexto que estamos viendo hoy por hoy

en el que se ha propiciado el uso de las tecnologías y en particular de los medios

electrónicos, de los medios digitales. ¿Quería saber su opinión acerca del cheque

electrónico, el impacto del cheque electrónico en las transacciones y luego en la actividad
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judicial en especial, si tiene conocimiento del funcionamiento del certificado para

acciones civiles que se emite para la ejecución de este tipo de instrumentos? Dra.

Monteros. Es un sistema especial, el Banco Francés y el Galicia lo están implementando, *

no todos todavía lo han implementado, tiene un circuito de comunicación, algo así como

nuestro Token con clave digital, lo tiene que aprobar el que lo recibe y lo tiene que enviar,

es un circuito de claves que todavía no tienen todos los bancos, pero me parece que para

ahora, en este tema de circulación lo tienen que aceptar, o sea, el que firma puede

aceptarlo o no, pero me parece de que va a ser una solución ahora en este tiempo de

asueto. Ahora, habrá que ver con el tema del expediente digital que ya va a estar en

funcionamiento a partir del viernes todas las cuestiones digitales van a ser presentadas,

recordemos que nosotros presentamos el cheque en formato papel, entonces, un poco no

estamos familiarizados con este formato electrónico, va a ser un poco difícil, pero bueno

a partir de ahora que tengamos el expediente digital todo va a ser digital, la documental

original también va a ser digital, así que creo que no habría ningún inconveniente. Dr.

Sale. Buenas tardes doctora Monteros y felicitaciones. Si llegara a ser juez de la Sala,

usted nos relató muy bien cómo funciona la Sala, cuáles son las fortalezas, la manera en

que los jueces se juntan para trabajar, digamos, lo que se llamaría las buenas prácticas en

Derecho Procesal, ahora mi pregunta es la siguiente: ¿cuáles serían las debilidades que

usted ve en la Sala, y qué haría para modificar eso o para mejorar el funcionamiento?

Dra. Monteros. No me gusta hablar de debilidades, prefiero hablar de oportunidades y

mejoras. Tengo varias oportunidades que me parece que contribuiría al mejor

funcionamiento de la Cámara. En primer lugar por una cuestión de gestión, si bien termina

la Cámara en cero siempre sin sentencias ni decretos pendientes, eso no significa y no

garantiza la eficacia de la Cámara, lo único que garantiza la eficacia de la Cámara va a

ser medir una medición del expediente desde que ingresa por Mesa de Entrada, o sea por

la Mesa de Entrada de Cámara hasta que sale con la sentencia, porque si ustedes saben

nosotros tenemos el SAE donde las sentencias están pendientes y una vez que sale con

Sesentencia, ahí recién dejan de estar pendientes, pero ese dejar de estar pendiente, es
decir la mora, también sale de este sistema con una medida de mejor proveer, de manera

tal que yo puedo salir con mi Sala completamente al día, pero no haber visto muchas

sentencias, porque dicté muchas medidas para mejor proveer. Entonces, la única manera
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de poder saber con certeza si somos eficaces, es con medición, hay que medir desde que

ingresa hasta que sale, cuánto tiempo está en la cámara. Eso me parece que habría que

comenzar con la Cámara para medir la eficacia. También si bien tenemos, por ejemplo,

con este tema del consumidor muchas cuestiones, sobre todo en nuestro fuero se van a

cambiar. Tenemos el secuestro prendario también, en su momento fue las ejecuciones

prendarias sobre cómo se actualizaban y ahora estamos con el pagaré de consumo y las

divisiones de las salas existen, si bien trabajan bastante para lograr el consenso, hay

divisiones y muchas veces se espera a la Corte para que dirima. Tenemos una Corte que

no es tan restrictiva al aceptar los juicios, entonces, yo creo que sería conveniente también

para alivianar un poco el trabajo de la Corte, los fallos plenarios podrían ser una solución

para estudiar en profundidad y bajar una línea desde la Cámara, porque recuerden que la

Cámara también baja línea en primera instancia, hay muchas cuestiones que no llegan a

la Corte, que se terminan en la Cámara, entonces, ese estudio profundo de la nueva

temática me parece súper interesante, además, de que una decisión de la Cámara puede

cambiar miles y cientos de expedientes en primera instancia. Para que tengan una

magnitud, nosotros en la Cámara hay en trámite 1.200 expedientes en trámite mientras

que en Primera Instancia tenemos entre 6.000 y 7.000 expedientes en trámite, de manera

tal que replican los casos muchas veces, entonces, una decisión en la Cámara puede

cambiar el trámite. Por ejemplo, si yo pido la integración del título y la Cámara considera

que se aferra al decreto ley y considera que no debo pedir una integración del título, esa

línea baja y-no va a replicar únicamente en este caso concreto, sino que va a incidir en

todos los juicios ejecutivos que yo tenga acá. Entonces, creo que es importante, sería

óptimo un estudio más profundo en los fallos sobre todo en los casos difíciles, allí también

apuntaría yo como una oportunidad de mejoras. Dra. Córdoba. Buenas tardes doctora.

Felicidades por haber llegado a esta instancia. Nosotros ya escuchamos los antecedentes,

el desempeño en su función, pero yo le voy a hacer una pregunta un poco más personal,

¿me gustaría saber cuál son las motivaciones que usted tuvo para estar concursando hoy

acá? Dra. Monteros. Ingresé a la Universidad porque quería ser jueza, esa es mi

motivación. Es lo que quiero ser, creo que nací para esto, realmente tengo grabado la

justicia, busco y estoy trabajando para la mejor justicia para eso tantas capacitaciones y

muchas veces me dicen que ya tengo todos los puntos y me preguntan para qué me sigo
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capacitando, no es una cuestión de puntaje, como decía el doctor Lorenzetti que para fallar

mejor hay que tener una mente oceánica, cuando más podamos adquirir conocimiento

mejor vamos a encontrar el caso concreto, porque si vamos a hacerlo con el diálogo de

fuente que dice el Código Civil y Comercial, qué diálogo vamos a hacer si no conocemos,

veamos que se puede hacer con la fuente y cuando más conozcamos, mejor vamos a ver,

porque hay cosas que no podemos verlas quizás porque no tenemos conocimiento y ahora

con todas estas cuestiones de informática y que me parece oportuno, óptimo y atinando a

que sea ahora que comience, vamos a tener que tener conocimientos multidisciplinarios,

es decir que vamos a tener que prepararnos, la sociedad está esperando jueces realmente

preparados, por la responsabilidad que ello lleva, decidimos sobre la libertad. Bueno eso

es lo que me motiva y yo creo que puedo dar. Dra. Rodríguez Campos. Doctora, le

agradecemos y la saludo en nombre de los consejeros. Se retira de la sala virtual de

reunión la doctora María Soledad Monteros. Doctor Leonardo Violetto. Entrevista.

Ingresa a la sala virtual de reunión el doctor Luis Cossio. Ingresa a la sala virtual de

reunión el doctor Leonardo Violetto. Dra. Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor.

Antes que nada le doy la bienvenida en nombre de todo el Consejo. Le voy a pedir que

me cuente si está solo en el lugar de donde está transmitiendo la entrevista. Dr. Violetto.

Sí, estoy solo. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que siempre durante la

entrevista en todo momento esté mirando la pantalla, le vamos a pedir también que si no

entiende alguna pregunta no la repita en voz alta, sino que le pida al consejero que se la

reitere. Esta entrevista se va a realizar de manera muy similar a las entrevistas

presenciales. Los consejeros le van a ir haciendo preguntas en el orden en que van

pidiendo la palabra. También le voy a pedir que se presente ante el Consejo y que nos

cuente aquello que a usted le parezca relevante en esta instancia. Dr. Violetto. Soy

abogado, argentino, casado mayor de edad y padre de dos niños. En el año 1994 ingresé

a trabajar en el Poder Judicial en el Juzgado Civil en Documentos y Locaciones de la V

¿»> Nominación como ayudante judicial. En 1997 me ascendieron a encargado auxiliar en el

SSY SS mismo juzgado y en 1999 a punto de recibirme de abogado me nombraron encargado
y SS Lo . . 0z o.
Sn mayor judicial de juez para ejercer la función de relator, esta vez en el Juzgado Civil de

o se Documentos y Locaciones de la IX Nominación. En el año 2001 leí una revista del
$

Círculo de Magistrados de Tucumán donde el Poder Judicial de Jujuy nos invitaba a la
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Universidad de San Salvador donde se dictó un postgrado, nos hacían un descuento

importante para los que éramos del Poder Judicial, entonces, lo hice al posgrado que era

una especialización en Derecho Económico Privado, en ese ámbito tuve el honor de que

los doctores que dictaron el curso me invitaron a participar en un proyecto que lo

llamamos federal, era para elaborar un Código Civil comentado y me dieron la

oportunidad de elegir en qué quería yo participar y como trabajaba en Documentos y

Locaciones y no era un experto en Derecho Civil, elegí comentar el artículo 1.582 bis que

había sido sancionado en forma reciente relativo a la extensión de la fianza en el contrato

de locación. Ese curso de postgrado lo terminé en el año 2002, una experiencia muy

enriquecedora, aunque un poco extenuante, porque había que viajar a Jujuy tres veces al

mes. Después en el año 2003 renuncie al Poder Judicial e ingresé a trabajar en el estudio

del doctor Raúl Buffo quien me encomendó cuestiones relacionadas a los asuntos

laborales, porque el estudio se dedicaba mucho al asesoramiento de establecimientos de

enseñanza pública de gestión privada. En ese estudio debo haber estado un año y después

me asocie con el doctor Alonso y pusimos un estudio. Entre los años 2005 y 2010 trabajé

en la Fiscalía de Estado, primero en la Dirección Judicial y después en la Dirección de

Auditoría; en el año 2007 ingresé a una maestría en Derecho Procesal con orientación

civil dirigida por la doctora Ángela Ledesma en la Facultad de Derecho, aprobé el 70%

de las materias porque después esa maestría quedó en un impasse y nos invitaron a

completarla con una especialización en Derecho Procesal, pero cuando dieron la

invitación yo estaba cursando una especialización en tributación en la facultad de Ciencia

Económicas de la UNTy era prácticamente imposible estar en los dos postgrado al mismo

tiempo, incluso a eso lo había aprendido, porque en el año 2007-2008 empecé una

especialización en Derecho Administrativo en la Facultad de Derecho y era imposible, y

uno piensa que los posgrados son sencillos, pero no lo son. En el año 2010 ala actualidad

ejerzo la profesión en forma particular en cuestiones patrimoniales, asuntos de familia y

algunos asuntos de contencioso administrativo. Egresé de la facultad de Derecho con el

título de abogado en el año 1999 y la Ley y la Revista también me honraron con. la

posibilidad de publicar algunos artículos en la época en que era más prolífico a la hora de

escribir y el doctor Marcelo Bourguignon también durante el año 2001 me dio la

posibilidad de asistir como asistente a las clases que daba la cátedra de Derecho Procesal
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Civil junto al doctor Juan Carlos Peral y también estaba en la cátedra del doctor Peral y

la doctora Sbdar. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Marquetti. Dr.

Marquetti. Doctor, buenas tardes, felicitaciones. Mi pregunta tiene que ver con una

cuestión que de alguna manera la padecen los magistrados de Documentos y Locaciones

que se ven compelidos a respetar los convenios, los pactos internacionales en los que

Argentina es parte que también lo integran la Constitución como son aquellos que tienen

que ver con los derechos del niño o con los derechos de los discapacitados, es decir más

allá de que el magistrado trámite al proceso y dicta sentencia cuando en la vivienda que

se va a desalojar hay niños o discapacitados el magistrado tiene que hacer otras

diligencias, los oficios al Instituto de la Vivienda, a las municipalidades, a las comunas,

a los fines de ver cómo soluciona el problema social de esta gente. Yo veía que en la

nueva ley de alquileres está contemplado un programa nacional de asistencia a la vivienda

social, la verdad que como ha sido promulgada en estos días, no conozco cómo funciona

el programa. ¿Cuáles son los límites que usted ve a esa situación, qué haría como

magistrado, cuál sería su criterio? Dr. Violetto. Voy a empezar dogmático y después voy

a dar mi posición. Luego que la República Argentina incorporara con jerarquía

constitucional los tratados internacionales sobre los derechos humanos, la Corte Suprema

de Justicia de la Nación estableció en tanto esos tratados habían sido incorporado en las

condiciones de su vigencia, había que tener en cuenta los criterios elaborados por los

organismos internacionales del sistema de protección de derechos humanos como son la

Corte Interamericana y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Con la

reforma constitucional de 1994 que declara la incorporación de estos tratados, la Corte

Suprema de Justicia de la Nación siempre estableció que incluso la apertura del recurso

extraordinario federal cuando se trataba de la inteligencia de una cláusula o de un tratado

por la gravedad institucional en tanto comprometía la responsabilidad del Estado

9 argentino frente al sistema interamericano de protección de derechos humanos en el

An del curso del desalojo se encuentran en tensión. Todos los casos son distintos, uno
no puede hablar de generalidad de casos, todos son diferentes, ocurre que se encuentran

en tensión el derecho del locador o propietario en el sentido de recuperar el bien y la

resistencia del que tiene la tenencia del bien fundamentalmente cuando está relacionado

con la vivienda, en esa ocasión y en determinados casos existen circunstancias en la que
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hay personas que están en mayor situación de vulnerabilidad como, por ejemplo, los

menores de edad o las personas con discapacidad o las mujeres y acá se encuentran en

tensión dos derechos, el del propietario a recuperar su bien debido al incumplimiento de

la otra parte y la otra parte una vez que se ha declarado procedente la pretensión, se

declaró que incumplió la obligación frente a la incertidumbre de a dónde va a ir a vivir.

En esa circunstancia convergen un montón de normas que regulan la situación. En este

caso ambas partes tienen derecho a gozar de un recurso judicial efectivo, pero si se ha

declarado procedente a la pretensión, es decir si se ha declarado que la parte actora tiene

derecho a recuperar la tenencia del bien y que haya sido confirmada y a su vez en una

eventual instancia de casación y la Corte confirma la sentencia, eventualmente lo que

habría que hacer es hacer lugar a la demanda, confirmar el derecho de las partes y

suspender momentáneamente la ejecución de la sentencia en aras de que algún

organismos de seguridad social o de desarrollo social pueda arbitrar alguna medida

tendiente a preservar el derecho de esa persona que está en situación de vulnerabilidad en

aras de que puede acceder a una vivienda. Esa sería la idea general, es decir se hace lugar

a la demanda, se reconoce el derecho de las partes, pero la ejecución de la sentencia se

difiere por lo menos hasta tanto se pueda resolver la situación de vulnerabilidad. El doctor

Alejandro Verdaguer justo en el ámbito de esta maestría decía, estoy hablando del año

2007, que el Poder Judicial en aquel entonces está expuesto a mayores desafíos, planteaba

el caso de una acción de amparo en la cual una persona sin vivienda le pedía al Poder

Judicial, en este caso creo que era la Corte la que ha dictado la sentencia, que condene al

Estado a que prevea una vivienda. Y él planteaba los nuevos desafios en el Poder Judicial.

Yo trabajé como relator en los años 1999 a 2003, en esa época generalmente se hacía

lugar a la demanda y listo, son nuevos desafíos que se presentan. La última reforma que

fue publicada ayer de reforma del Código Civil por la cual se arbitra, se dictó una serie

de pautas que el Estado tiene que cumplir en aras de poder satisfacer la demanda de

vivienda. Es una crisis importante en el sector y como lo decia la Corte de derechos

humanos, las cláusulas programáticas más que programáticas tienen que hacerse

efectivas, entonces, yo lo que veo con el rol de juez son dos asuntos, por un lado el

derecho a la parte actora que ha sido reconocido judicialmente, tiene derecho a un recurso

efectivo y a que se haga lugar a la demanda y por otro lado, la otra parte está en una
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situación de vulnerabilidad cuya situación debiera ser un poco contemplada por el

Ministerio de Desarrollo Social. Dra. Seguí. Buenas tardes doctor. ¿Si ha pensado en la

posibilidad de que la inteligencia artificial pueda ser aplicada al fuero de Documentos, si

tiene opinión sobre esto, si es que lo ha pensado, para qué podría servir concretamente en

el fuero? Dr. Violetto. Sí, el otro día escuché una clase que daban sobre digitalización y

un poco lo que planteaba el docente estaba en relación con el Código Procesal Civil, es

una especie de programa de inteligencia artificial en el sentido de que se opone la

excepción en plazo, se corre traslado, una vez contestado el traslado se abra a prueba o

no. Él decía como que todo el Código Procesal Civil es un programa de inteligencia

artificial. Yo le diría que la inteligencia artificial sería una persona que diseñe un

programa en aras de establecer una serie de consignas que deberían ser controlables. Por

ejemplo, la parte demandada apela la sentencia, el programa detecta si ese recurso ha sido

interpuesto en plazo y eventualmente pone a consideración si va a ser concedida o no; es

decir la inteligencia artificial en lo que es el ámbito de la digitalización sería, que las

personas estructuremos el sistema de un modo tal que le pongan una serie de detonantes

si quiere o de códigos, en virtud de los cuales frente a determinados actos; por ejemplo se

presentó la demanda, alguien determina si se cumplen los requisitos, se corre traslado, la

parte contesta, se activa el sistema en el sentido de permitir sustanciar o no el recurso,

más que nada una visión un poco más personal, yo soy de la idea que la inteligencia

artificial es un recurso que deben tener las personas, bajo ningún punto de vista todo lo

que es informática debe reemplazar a los que son los recursos humanos, sino simplemente

ser un modo a través de los cuales nosotros, o sea las personas facilitamos nuestra tarea

en aras de permitir que el proceso se pueda desenvolver de un modo mucho más adecuado

que nos permita acceder en mejor medida al valor justicia de una forma con más celeridad.

Es una herramienta más que nos permitiría contar con mayor eficiencia. Dr. Cossio.

Buenas tardes doctor. Lo felicito por haber llegado a esta instancia. Usted habló que tiene

< una especialización en Derecho Tributario. Lo voy a llevar a otras de las materias que es

competencia de la Cámara de Documentos y Locaciones que es el de cobro y apremios.

El Código Civil trae una modificación en lo que concierne a prescripción delegando a los

gobiernos locales la fijación de los plazos de prescripción. Esto lleva a una nueva

discusión que había estado zanjada anteriormente, si la prescripción era un tema de ¡us

19



ITA

privatista o lus publicista. Estamos ante ese dilema actualmente porque esa norma se

interpreta de muchas maneras, ¿quiero saber cuál es su opinión sobre esta temática? Dr.

Violetto. En el ámbito de la especialización en tributación, todo lo que es la Facultad de

Ciencias Económicas, todos son impuestos federales, el impuesto por antonomasia que

tienen los controles de impuesto a las ganancias, después sigue IVA y la visión que

transmiten es muy federal en el sentido de conservar aquella doctrina de la Corte de la

Nación en el sentido de que en tanto las provincias delegaron en Congreso Nacional todo

lo relativo al temade determinar la legislación de fondo fundamentalmente en lo que hace

al derecho civil y comercial la determinación de los plazos de prescripción, de las

acciones cualquiera sea la materia es competencia del Congreso de la Nación. Incluso,

después de la reforma que hicieron del Código Civil y Comercial Común esa línea

docente seguía. Personalmente cuando se trataba la cuestión de la impugnación de tributos

en la que los plazos pueden estar prescriptos, uno cuando lee el Código Tributario

provincial ve que repite los parámetros de la ley federal en el sentido de que los plazos

son iguales, los modos de computarlos también, es decir la Provincia de Tucumán

prácticamente copió el régimen de la Ley 6.683 en materia de prescripción. Cuando se da

la reforma del Código Civil y Comercial de la Nación esa posibilidad de las provincias

de regular en materia de prescripción de tributos se introdujo por la ventana, el artículo

estaba originalmente así y en una de las comisiones se introdujo la posibilidad a las

provincias de regular en materia de prescripción, pero advertía y no recuerdo ahora cual

es el fallo que la Corte de la Nación ya algo había insinuado en el sentido de que aunque

el Código Civil hubiera introducido esa variable, ello no dejaba de lado el principio

constitucional en virtud del cual las provincias habían delegado en el Congreso Nacional

la determinación de todas las cuestiones que hacen a la legislación de fondo incluida la

prescripción, o sea ya era como que la Corte de la Nación estaba anticipando un eventual

control de constitucionalidad de esa prerrogativa provincial. Mi opinión como tucumano

es la de defender la prerrogativa de las provincias para legislar en materia de prescripción

fundamentalmente por el hecho de que habían copiado lo que era el régimen de la Ley n*

11.683; incluso había fallos de la Corte de la Nación donde con voto en disidencia de Fayt

establecían que si el régimen de prescripción por ejemplo en materia previsional era

idéntico al de la ley federal no había objeción constitucional alguna, porque el régimen
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en la materia era idéntico, pero por lo que aprendí o por lo que me enseñaron en principio

parecería que la Corte de la Nación se insinúa en el sentido de que habría que respetar esa

delegación que hizo la provincia en el Congreso de la Nación para regular materia de

prescripción, incluida la de tributos provinciales. Dr. Padilla. Buenas tardes doctor,

felicitaciones por haber llegado a esta instancia. Le quería preguntar, ¿qué opina usted

del pagaré en las relaciones de consumo, su habilidad como título ejecutivo, si ese título

se puede integrar con alguna otra documentación para que sea hábil por ejemplo, con el

mutuo y en qué momento procesal debiera integrarse o que podría integrarse? Dr.

Violetto. Una de las grandes tensiones que tiene el proceso ejecutivo es la cuestión

relativa a la discusión de la causa de la obligación, digo tensión porque siempre en la

medida que haya algún entuerto entre un acreedor y un deudor y no lo es por una cuestión

de estrategia, sino a veces que el entuerto es real, el deudor siempre va a tratar, o sea la

tendencia va a ser a introducirse en la causa de la obligación. El decreto ley n* 5965/63

es del año 1963, la ley de defensa del consumidor creo que fus en la época de Menem,

pero ya en el año 2001 se enseñaba que la ley de defensa del consumidor modificó el

Código Civil y Comercial, el acreedor con el Código Civil y Comercial de la Nación con

la unificación de la legislación civil y comercial, ahora está todo más metódicamente

organizado, están los contratos paritarios, los contratos por consumo y todo lo que sea en

relación de consumo se encuentra regulado por la ley de defensa del consumidor, tema

que nos trae la cuestión relativa a aquellos créditos para consumo que se documentan en

uno de los modos que tiene el acreedor para garantizar el cumplimento de la obligación,

es la firma de un pagaré. La Corte Suprema de Justicia de Tucumán el año pasado dictó

una doctrina en el caso Banco del Tucumán contra Ruiz en el que establece toda la

cuestión relativa a cómo ha evolucionado la jurisprudencia en materia de crédito para

consumo y su documentación en el pagaré declarando inhábil el título. Estableció como

fue evolucionando la jurisprudencia, en un principio se desestimaban las excepciones de

S” ¿$ títulos por incumplimiento del artículo 36, posteriormente empezó a evolucionar la
ASS

jurisprudencia y la doctrina en el sentido de admitir la inhabilidad del título porque el

pagaré no cumplía con el requisito del artículo 36, se abre una alternativa en el sentido de

permitir, se presenta el título y el acreedor a su vez presenta todos aquellos antecedentes

con los cuales cumple con el artículo 36, y la doctrina que prevaleció es la del pagaré
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inhábil, lo que pasa es que el pagaré como título ejecutivo es un título muy eficaz en el

sentido de que se procura el crédito en forma rápida, ocurre que la Cámara de

Documentos y Locaciones, creo que la semana pasada, dictó una sentencia en la

oportunidad en la que el juez de primera instancia, se presenta el pagaré, se llama

“Marathon c/Valderrama”, se presenta el pagaré, el juez de primera instancia lo declara

inhábil porque no cumplía con el artículo 36 de la Ley n* 24.240, apela la parte actora y

la Cámara con el voto de los doctores Courtade y Cossio revoca la sentencia y dice que

es un pacto prematuro entrar al análisis del título porque por más que haya diálogo de

fuente y la transversalidad que tiene la ley de defensa del consumidor en materia de

pagaré, no era la oportunidad justo cuando se presentaba el título y en consecuencia había

que revocar esa decisión y permitir intimar el pago. El doctor Alonso sostenía su criterio

en el sentido de que el título era inhábil. Cuando se estudia el recurso extraordinario

federal se nos dice que los jueces tienen la obligación de respetar los criterios de los

tribunales superiores cuando han establecido una doctrina legal, salvo que se invoquen,

como dice la Corte de la Nación, la autoridad de los presidentes cede cuando se advierte

la inconveniencia de su resultado, pero si el magistrado de inferior jerarquía advierte

motivos suficientes para poder cambiar ese criterio, lo modificará, pero no

necesariamente por su mera voluntad, sino que tiene que invocar razones. Si es por el

respeto a la autoridad de los precedentes hay que seguir el precedente de la Corte Suprema

de Tucumán en esa materia. Ahora, bien lo que pasa es que si el crédito está dado, si la

relación que hay entre acreedor y deudor, el crédito está dado, de uno u otro modo el

acreedor también va a tener derecho a recuperar ese crédito, ya sea por la vía del cobro

del pagaré o por la vía del cobro ordinario. Eventualmente en el ámbito del cobro

ordinario el demandado podrá oponer mayor cantidad de defensa o cuestiones

relacionadas con la validez del crédito, pero la doctrina de la Corte es la de declarar

inhábil los títulos; ahora bien la oportunidad en la cual debería hacerse en la primera

oportunidad que el juez examina el titulo quizás sea un tanto prematuro porque no hay

muchos elementos para determinar si la relación es de consumo. En este caso era

“Marathon c/Valderrama”, es evidente que se trataba de una relación de consumo porque

Marathon vende artículos deportivos, pero si no hay elementos suficientes habría que

esperar la oportunidad en que el deudor oponga excepciones. Ahora, les voy a contar una
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anécdota, cuando estaba en el ámbito de la especialización en Derecho Privado en la ley

de tarjeta de crédito, yo proponía que si se violaban determinados requisitos correspondía

preservar el contrato y la opinión de los docentes que eran bastantes conocedores de la

ley de defensa al consumidor es que hay que preservar también los contratos, es decir la

relación de crédito tampoco hay que invalidarla de por sí. Yo en ese sentido, quizás el

artículo 36 sanciona con la nulidad del incumplimiento, pero habría que ver qué clase de

incumplimiento es, lo subjetivo del acto era para un grupo de docentes que eran muy

defensores de la ley de defensa del consumidor cuando uno hablaba de la nulidad del

contrato, de invalidar todo el contrato, es decir de extinguir la relación, es un poco

cauteloso porque no necesariamente el contrato tenía que ser tan invalidado porque él es

el vehículo a través del cual se concede el crédito y el crédito es esencial para la

economía. Entonces, es como que acreedor y deudor se encontraban como en un estado

de incertidumbre que lo va a llevar a ambos a tomar actitudes auto preservativas, que en

definitiva pude perjudicar a lo que es el crédito en sí, pero siendo doctrina legal de la

Corte Suprema de que sea inhábil uno como juez de instancia inferior debe respetarlo.

Dr. Sánchez. Buenas tardes doctor, lo felicito por la instancia a la que ha accedido. ¿Lo

que le voy a preguntar tiene que ver con el aislamiento social, el distanciamiento social

que ha fomentado el uso de las tecnología, medios digitales, electrónicos y en particular

me interesa saber su opinión acerca de la utilización del cheque electrónico y el impacto

que los certificados para acciones civiles pueda tener en el funcionamiento del Poder

Judicial una vez que se inicien las ejecuciones de este tipo de instrumentos? Dr. Violetto.

Me encantaría poder darle una respuesta. Sé que cuando se modificó el Código Civil y

Comercial todo lo que fue la parte de títulos de crédito se reguló completamente, ahora

bien el cheque electrónico podría llegar a tener una actitud digamos aventurada en el

sentido de decir, la verdad que no le sabría contestar. Dr. Sánchez. No hay problemas

doctor, es una pregunta de opinión, básicamente. Gracias. Dr. Sale. Buenas tardes, doctor

y felicitaciones por haber logrado esta calificación y por estar acá presente. ¿Si a usted

lo llegan a nombrar juez qué es lo que cambiaría, cuáles serían las debilidades que ve

usted en la Cámara, qué es lo que cambiaría para mejorar el funcionamiento de la Sala, si

encuentra alguna debilidad? Dr. Violetto. Ahora que habilitaron el poder acceder al

ámbito del Poder Judicial tuve la oportunidad de entrevistarme con la doctora Alejandra
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Molinuevo que está en la Cámara de Documentos y Locaciones. Yo trabajé a las órdenes

de la doctora Alejandra Molinuevo en la V Civil en Documentos y Locaciones y me

contó, más o menos, como está compuesta la Cámara, incluso está la prosecretaria Silvia

Fernández que también trabajé con ella en la V de Documentos y Locaciones, ella era la

prosecretaria, después está Francisco García que trabajé con él en la V de Documentos y

Locaciones; Enzo Pautassi que lo conozco prácticamente de toda la vida, también está el

doctor Alonso que lo conozco hace aproximadamente 25 años, para el doctor yo tengo

palabras de agradecimiento para con los Alonso, porque ellos me permitieron estar en el

estudio. Hace muchos años atrás cuando yo trabajaba en Documentos y Locaciones, llega

un caso, le voy a contar la anécdota, que se llama Martín Casimiro contra Luis Alcover,

era un caso del doctor Manuel Andreozzi que era abogado del demandado y yo recién

llegaba y me lo dan para coser, que eran como 20 cuerpos en esa época, como los

expedientes en Documentos y Locaciones eran. cortos, había lezna, aguja e hilo. Cuando

iba por el cuerpo número 4 se presenta el doctor Carlos Giovanello, en ese entonces Juez

del Juzgado y me pregunta por qué voy a entrar a trabajar a Tribunales. Cuando yo entré

a trabajar en Tribunales mi papá se agarraba la cabeza y me decía que estaba loco,

etcétera; y me decía mi papá “Aprendé”. Entonces yo le dije eso al doctor Giovanello:

“Yo estoy acá para aprender”. Y Giovanello me dijo: “Usted sabe que cuando yo era

estudiante un abogado más grande me preguntó si yo sabía lo que era un cargo y yo le

contesté “Es una modalidad de la obligación” y ese abogado me dijo que un cargo es un

sello que se pone en los escritos cuando se presentan en Tribunales”. Después de 25 años

uno no deja de aprender. En el Fuero de Documentos y Locaciones aprendí prácticamente

el 90% de lo que soy y con el tiempo uno sigue aprendiendo cosas. Pero voy a contestar

con otra anécdota: una vez me encontré con Pedro Stordeur y le pregunté si cómo la

llevaba, porque él ya era Juez del Trabajo y él me dijo: “Si no fuera por Malvina, no te

sabría decir”. A lo que voy es a lo siguiente: uno sigue toda la teoría, pero a veces uno

cae de bruces. Fundamentalmente, de la enseñanza que saco de las dos cosas es que uno

llega, primero, para aprender. Una vez que aprende, que tiene toda la teoría en la cabeza,

recién puede saber cuál es el aporte que puede llegar a dar. En la Cámara de Documentos

y Locaciones —se los voy a contar por experiencia- fueron muy eficientes. En la época en

que yo trabajaba hacían auditorías, nunca revelaban los resultados, pero era de lo más
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eficiente en el Poder Judicial, quizás. Y cuando hablé con Alejandra esta semana me dijo

que la Cámara de Documentos y Locaciones está al día, no tiene ningún vencimiento,

tiene todos los plazos al día, no tiene nada por vencer. Entonces, la verdad es que no sé

qué podría cambiar. Conozco prácticamente a todos desde un montón de años. Lo que yo

podría hacer, primero, es aprender —apoyándome en el doctor Alonso, que tiene

muchísima experiencia en el fuero y una biblioteca envidiable- y recién, a partir de ahí,

le podría decir qué es lo que yo puedo aportar. Dr. Cossio. Bien, muchas gracias, doctor.

Dra. Rodríguez Campos. Bueno, doctor. Muchas gracias, lo saludamos. Dr. Violetto.

Muchas gracias a ustedes. Se retira de la sala virtual de reunión el doctor Leonardo

Violetto. Doctor Carlos Raúl Rivas. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el

doctor Carlos R. Rivas. Dra. Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor, lo saludo en

nombre de todo el Consejo. Dr. Rivas. Buenas tardes a todos. Dra. Rodríguez Campos.

Le voy a preguntar si se encuentra solo en el lugar desde donde está realizando la

entrevista. Dr. Rivas. Sí. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que durante todo

el tiempo que dure la entrevista mire a la pantalla, que no mire a los costados y le vamos

a pedir que si no entiende la pregunta, no la repita en voz alta, sino que le pida al consejero

que se la reformule. Esta entrevista se va a desarrollar de la siguiente manera: primero, le

vamos a pedir que se presente y después los consejeros le van a ir realizando las preguntas.

Así que le pedimos que se presente ante este Consejo y nos diga todo aquello que le

parezca relevante traer a este concurso. Dr. Rivas. Antes que nada, los saludo a todos,

buenas tardes. Mi nombre es Carlos Raúl Rivas. Estoy casado, tengo dos hijas,

Guillermina y Juliana. Estoy recibido desde hace 24 años. Ejerzo la profesión libre en

forma activa, tengo mi estudio particular y también ejerzo la docencia, otra pasión que

tengo, específicamente desde el año 2009 como Jefe de Trabajos Prácticos en la

Universidad Nacional de Tucumán, en la Cátedra de Concursos y Quiebras. Este es mi

tercer concurso, mi tercera entrevista —estoy participando en otro, también- y me pongo a

disposición de ustedes para las preguntas que consideren. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Esteban Padilla. Dr. Padilla. Yo le quería preguntar, doctor,

¿qué opina sobre el pagaré de consumo o en las relaciones de consumo, su habilidad como

título ejecutivo y si ese título se puede integrar con alguna otra documentación, por

ejemplo con el contrato mutuo, y en qué momento correspondería la integración? Dr.
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Rivas. Tenemos que el pagaré de consumo está teniendo mucha implementación y

consideración en los Tribunales, en especial en nuestra Cámara de Documentos y

Locaciones; ha venido como un cambio de paradigma de esa corriente que siempre había

considerado que los títulos cambiarios —en este caso los pagarés- eran títulos abstractos,

autónomos y que no correspondía indagar en la causa de los mismos. A través de lo que

en los últimos tiempos ha tenido mayor fuerza, que es la defensa del consumidor, a través

de distintas regulaciones normativas, ha llevado a que nuestros Tribunales presten

atención en este tema. Particularmente, el caso de los pagarés de consumo, cuando los

sentenciantes advierten que detrás de ese título abstracto y autónomo puede existir un

contrato de consumo, se busca evitar los abusos en los que cas el consumidor y de alguna

manera darle el marco adecuado a la relación. El primer fallo, por lo menos el que yo he

visto, es de la Cámara Nacional de Mar del Plata, del Banco Francés contra —no me

acuerdo el demandado- donde advierten esta situación, que quien era el actor tenía como

actividad la realización de préstamos de consumos que prevé el artículo 36 de la Ley n?

24240, y en base a eso empieza a formarse la doctrina del pagaré de consumo. En base a

eso nuestra Cámara de Documentos y Locaciones, inicialmente con el voto en disidencia

del doctor Carlos Courtade, empieza a exigir la integración de ese título abstracto con el

contrato que le sirve de antecedente o sustento. ¿Cuáles son los fundamentos? Cuando

detectamos que el acreedor actor tiene como actividad habitual estos contratos de

consumo se le exige integrar ese título, ¿por qué?, para decidir si vamos a enmarcar esta

relación jurídica y este conflicto judicial dentro del Decreto-Ley que regula la letra de

cambio y el pagaré o si lo vamos a tramitar o va a tener preponderancia la Ley n* 24240,

de Defensa del Consumidor. Ya es prácticamente unánime la decisión en la Cámara de

Documentos en el sentido de que se le exija al acreedor actor la integración de ese pagaré

con. el contrato que le sirve de base. Es más, si nos remontamos un poco, en el caso de los

costos por tarjetas de crédito, ya venía sustentando este criterio la Cámara, no

necesariamente con la integración del título, pero sí teniendo en cuenta las normas de la

Ley de Defensa del Consumidor, donde exigía que el último resumen para preparar la vía

ejecutiva y después poder avanzar con el proceso, tendría que ser un resumen donde

consten, efectivamente, los consumos que tenía el deudor ejecutado; y no como ocurría

frecuentemente, que la tarjeta de crédito, la entidad financiera, simplemente presentaba
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un último resumen actualizado donde simplemente aparecía un saldo deudor,

actualizaciones y gastos administrativos. Para volver al tema del pagaré con consumo,

¿qué es lo que se ha establecido y acompaña esa doctrina y esa jurisprudencia? Cuando

advertimos que hay una relación de consumo, corresponde —exigiendo al actor- que

integre ese título con el contrato base a los fines de corroborar que se ha cumplido con las

normas de la Ley de Defensa del Consumidor, en especial las del artículo 36 donde se

indica el tipo de contenido que debe tener este tipo de contratos a los fines de evitar

abusos. Digo que apoyo esta postura porque, obviamente, la Ley de Defensa del

Consumidor es de orden público y es obvio, es claro que puede haber una situación de

desequilibrio, la existe entre el consumidor y el proveedor, y especialmente para evitar

cualquier tipo de abuso. ¿Cuál es el momento donde debe integrarse ese pagaré? Bueno,

eso también ha sido motivo de alguna resolución, de alguna discusión en la Cámara de

Documentos, donde el doctor Courtade en su disidencia decía que era precipitado pedirlo

al momento del inicio de la demanda, sino que eso debía cumplirse si es que el demandado

interponía alguna excepción y ese era el momento que el actor debería, en ese tramo,

integrar el título. Hoy, la opinión predominante y que también apoyo es: no, iniciado el

proceso, el juez tiene facultades a los fines de saber cuál va a ser la normativa que va a

seguir, si la del Decreto-Ley de la Letra de Cambio del Pagaré o la Ley de Defensa del

Consumidor. Entonces, en ese momento, antes de ordenar la intimación de pago, es

cuando corresponde exigirle al actor que integre ese título con el contrato que le sirve de

sustento. De esta manera aseguramos el debido proceso, el derecho de defensa y —como

digo- respetando una normativa de orden público como es la Ley de Defensa del

Consumidor. No sé si necesita alguna ampliación. Dr. Padilla. No, perfecto. Está bien,

suficiente. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Sánchez. Dr. Sánchez.

Buenas tardes, doctor Rivas. Lo felicito por la instancia a la que accedió. Dr. Rivas.

A SS Muchas gracias. Dr. Sánchez. Voy a hacerle una pregunta de un tema que me genera
so. . z : ,
particular interés en este contexto en el cual se ha promovido el uso de nuevas tecnologías

y actualmente se encuentra vigente el cheque electrónico. Quisiera saber su opinión

acerca de cuál es el impacto que causa el uso del cheque electrónico en las transacciones

y, luego, el uso de los certificados para acciones civiles, que es el medio por el cual se

ejecutaría dicho tipo de obligaciones. Dr. Rivas. Considero totalmente válido. Entiendo
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que la pandemia que azota a nivel mundial y en especial al país ha apurado algunas

cuestiones que ya se preveía que deberían irse implementando en cuanto al tráfico

comercial, a la actividad en general y, en nuestro caso, jurisdiccional, a través de medios

electrónicos. Siempre, obviamente, buscando el resguardo de que todo tipo de

instrumento tenga la debida autenticidad a los fines de que sea efectivo. Pero entiendo

que es totalmente viable, hasta incluso, en estas instancias es necesario e imprescindible.

Creo que este impacto va a ser positivo; por supuesto —como toda cuestión novedosa-

podrá traernos alguna complicación, necesitaremos aleún grado de perfeccionamiento en

este tipo de cuestiones, pero reitero, el mundo ha cambiado, la actividad comercial, la

actividad jurídica, también ha cambiado, y vamos evolucionando a sistemas mucho más

ágiles -¿y por qué no decirlo, también?- confiables, o por lo menos útiles, para todo lo

que sea necesarios. Reitero, tanto desde el punto de vista económico, comercial,

transaccional y jurídico. Así que considero que estas nuevas herramientas, estos nuevos

sistemas son totalmente viables, necesarios, pero como toda cuestión novedosa, tal vez

haya que pulir, cuidar algún detalle, pero creo que vamos encaminados a nuevas metas

que van a ser, indudablemente, de utilidad para todos. Dra. Rodríguez Campos. Le

damos la palabra a la doctora Malvina Seguí. Dra. Seguí. Mi pregunta también es de

opinión y tiene que ver con el hecho de si es que usted ha considerado que la inteligencia

artificial podría serle útil al magistrado en este fuero en el ámbito de la decisión. ¿Entiende

lo que le estoy preguntando? ¿Podría servir la inteligencia artificial al magistrado en el

ámbito de la decisión? Dr. Rivas. A ver, interpreto inteligencia artificial como si se

entendiera que el juez debería delegar algún tipo de decisión a sistemas automáticos o

predeterminados. Si es así, no lo comparto. Creo que es el juez el que debe analizar a la

luz de la sana crítica, de la prueba, de la experiencia, con todos los recaudos que

establecen las normas —entre ellas el Código Civil y Comercial vigente desde el año 2015

que sus artículos 1, 2 y 3 nos tras los elementos orientadores en ese sentido. Creo que

alguien que decidiera en forma automática, aunque suene extraño, podría equivocar la

resolución. El juez, creo que debe darse ese elemento humano de raciocinio, de poder

analizar más a fondo determinadas cuestiones que, tal vez, una máquina en forma

automatizada no podría hacer. Reitero, la valoración humana, la valoración a través de la

sana crítica, la lógica, la experiencia, atendiendo a elementos que muchas veces son
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subjetivos -no quiero decir que el juez deba ser subjetivo- pero sí analizando elementos

subjetivos en tiempo y lugar, es insustituible. Es el juez, aplicando la experiencia, su sana

crítica y apreciando con la inteligencia humana, el que puede, con toda seguridad, darnos

una resolución conforme a Derecho y, sobre todo, una resolución justa. Derivarlo o buscar

algo automatizado, no estoy de acuerdo, no lo comparto. Dra. Seguí. Muchas gracias,

doctor. Dra. Rodríguez Campos. Le damos la palabra al doctor Sale. Dr. Sale. Doctor,

la pregunta la hago porque usted trajo a colación el tema de la pandemia y en ese marco

me imagino a partir del aislamiento social, preventivo y obligatorio que, quizás, se han

vulnerado, cercenado o afectado múltiples derechos. Como consecuencia de ello, por

supuesto, entiendo que puede haber una mayor judicialización de casos a los que no van

a estar ajenos los jueces. Y dando un ejemplo nomás, me parece que el caso de los

alquileres comerciales están viéndose muy afectados por esta situación actual. La

pregunta es independiente de que el Gobierno suspendió los desalojos que actualmente

está legislado por decreto, pero aparte de eso si llega a judicializarse este tipo de casos,

¿usted entiende si hay algún tópico o parámetro que utilizaría usted para estandarizar y

resolver estos conflictos particulares? Dr. Rivas. Sí, evidentemente —como usted dice- la

situación de pandemia ha producido una alteración en las relaciones jurídicas, en los

contratos, en las obligaciones entre las partes. Con plena seguridad, más allá de las

normativas que esté dictando el Estado, seguramente terminarán en sede judicial muchos

de estos conflictos. En el caso particular de los alquileres —como bien usted dice- el 29 de

marzo se dictó el Decreto de Necesidad y Urgencia 320 por el cual se suspendían los

desalojos —obviamente que en determinados casos-, se congelaban los alquileres, se

prorrogaban los pagos de alquiler. Y, justamente, en el día de ayer se publicó en el Boletín

Oficial la ley n? 27551, que trae una serie de reformas en el Código Civil y Comercial de

alguna normativa complementaria, todo en torno al contrato de alquiler, buscando

Se resguardar en la mayoría de las normas modificadas o nuevas introducidas- al locatario,

«Suidando el derecho a la vivienda de esta parte del contrato sin perjuicio de introducir

algunas normas que ya venían reclamando también los locadores y buscando en uno de

los capítulos, si no recuerdo mal el número TI, estableciendo un Programa Nacional de

Alquiler Social. Pero para no desviarme del tema, más allá de la regulación de emergencia

protectoria que busca el Estado, seguramente habrá conflictos, incluso excediendo el tema
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de los alquileres, de los desalojos, que estaba ejemplificando en forma puntual. El Código

Civil y Comercial trae las herramientas para solucionar ese tipo de inconvenientes;

probablemente la que sea de mayor utilización es la de la teoría de la imprevisión, cuando

han existido causales de fuerza mayor, imprevisibles, que producen una alteración entre

las prestaciones que deben prodigarse las partes, puede llevar a una revisión, una

readecuación de ese vínculo contractual o, incluso, hasta su resolución. En cada caso

puntual habrá que analizarlo, veremos si está afectada una de las partes o ambas partes,

pero lo que evidente deberá buscar el juez es restaurar ese equilibrio entre las

prestaciones, sobre todo en aquellos contratos bilaterales conmutativos, a los fines de

evitar cualquier perjuicio respecto de cualquiera de las partes. El Código Civil también

nos trae otras herramientas, la tutela preventiva y muchas otras cuestiones que, reitero,

buscando la conservación del contrato, resguardando en su caso a los consumidores, a la

parte débil del contrato; hay muchas herramientas, pero en definitiva será en cada caso

concreto donde el juez, evidentemente, buscará restaurar ese equilibrio entre las partes.

Seguramente con esfuerzo, con sacrificio de parte de ambas. Evidentemente, un contrato

pactado con anterioridad a la pandemia no podrá tener las mismas características o las

mismas expectativas de cumplimiento actualmente. Por supuesto, también habrá que

tener presente que habrá contratos que directamente deberán resolverse, cuando ya sea de

imposible cumplimiento alguna de las obligaciones establecidas en el mismo, ya sea

porque el tiempo sea esencial para ello o porque directamente la prestación que se debería

cumplir ya es imposible, atento a las nuevas condiciones en el transcurso del mismo

tiempo. Para redondear la respuesta a su pregunta: efectivamente los órganos

jurisdiccionales deberán buscar subsanar, reparar o por lo menos darle fin conforme a

Derecho a todas estas situaciones que hoy han quedado como una especie de desfasaje

tanto legal como fáctico. Dr. Sale. Muchas gracias, doctor. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Luis Cossio. Dr. Cossio. Me gustaría saber su opinión con

respecto a un instituto que es muy utilizado, que es el secuestro del artículo 39 de la Ley

de Prenda y su relación con la Ley de Consumo. ¿Son compatibles o no? Dr. Rivas.

Bueno, la Ley de Prenda. Personalmente, detecto alguna colisión entre ambos sistemas.

En alguna entrevista alguna vez lo dije: muchas veces será el juez el que deberá buscar

ese equilibrio. La Ley de Prenda con registro establece en su artículo 39 que determinados
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sujetos, que son el Estado, las entidades bancarias, pueden suscribir este tipo de contratos

prendarios con la facultad de secuestrar los bienes. Frecuentemente, lo que ocurre es que

se producen esos secuestros y el margen de defensa que tiene el demandado deudor es

mínimo, ínfimo. Y es más, ante el hecho consumado, normalmente no lo ejerce a su

derecho de defensa. La Ley de Defensa del Consumidor, evidentemente, frente a este tipo

de situaciones debería ser traída al caso concreto y buscar limitar estas extralimitaciones

que a veces ocurren en el caso concreto. En definitiva, creo que debe asegurarse el

Derecho de Defensa del Consumidor y esta norma del artículo 39 de la Ley de Prendas

choca, no obstante, con las normas protectorias que trae la Ley n* 24240. Creo que debería

ser a lege lata, tal vez, alguna cuestión de control o de reforma, de prever algún

mecanismo en ese sentido. Pero también creo que los jueces en su actividad diaria están

facultados para buscar ese control o evitar ese abuso en realidad, que puede darse por esta

parte dominante, que es una entidad bancaria o estatal, frente a un consumidor que,

obviamente, está en inferioridad de condiciones. Dr. Cossio. Muchas gracias doctor. Dra.

Rodríguez Campos. Bueno, doctor, le damos las gracias. Que tenga usted muy buenas

tardes. Dr. Rivas. Gracias a todos. Se retira de la sala virtual de reunión el doctor Carlos

R. Rivas. Doctor Daniel Edgardo Moeremans. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de

reunión el doctor Daniel E. Moeremans. Dra. Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor.

Bienvenido a la entrevista, lo saludo en nombre del Consejo. Como dice el Reglamento,

le vamos a preguntar si se encuentra solo en el lugar desde donde está realizando la

entrevista. Dr. Moeremans. Sí, doctora. Dra. Rodríguez Campos. También le vamos a

pedir que durante todo el tiempo en que se realice la entrevista mire a la pantalla, que si

no entiende alguna pregunta no la repita en voz alta, sino que le pida al consejero que se

la repita. El Reglamento me dice que le tengo que volver a contar cómo se realizan las

entrevistas, que es de la siguiente manera: primero, con la presentación del postulante y

So ¿Suego los consejeros le realizan las preguntas. Habiendo cumplido con el reglamento,
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entonces, doctor le voy a pedir que se presente ante este Consejo nuevamente y nos cuente

aquello que le parezca importante y relevante traer a este concurso. Tiene usted la palabra.

Dr. Moeremans. Muchas gracias. Me presento: Soy Daniel Edgardo Moeremans, tengo

60 años, estoy casado en segunda nupcias con Evangelina Cargachín. De mi primer

matrimonio tengo dos hijos, la mayor de 27 y 25 años; de mi segundo matrimonio tengo
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dos hijos, uno de 5 años; y otra —la única mujer- de casi dos años; y vienen dos más en

camino. Como les decía la vez pasada estoy siguiendo el mandato alberdiano “de poblar”,

así que se va acrecentando la familia. Desde el punto de vista de mi formación, estudié

en la Escuela Belgrano, después en el Gymnasium universitario. Luego fui becado por

American Field Service un año a Ginebra, donde estudié en el Colegio Calvino, donde

también había estudiado Jorge Luis Borges. Después volvi, rendí equivalencia, porque en

aquel entonces eran 6 años en el Colegio Nacional. Egresé y Juego ingresé en la Facultad

de Derecho donde después de cinco años y medio de estudios egresé con medalla de oro

y obtuve el título de procurador, abogado y después también hice estudios en escribanía.

Una vez finalizado eso comencé el ejercicio profesional y obtuve una beca de la

Fundación Konrad Adenauer y me trasladé a Alemania, donde en 4 años hice una maestría

y después un doctorado en Derecho, publicando mi tesis doctoral —ustedes tienen un

ejemplar en el CAM- en Alemania. Luego regresé, continúe en mis actividades

académicas en la Facultad de Derecho, donde hice toda una carrera universitaria de

docencia —todavía me queda el último peldaño- primero como ayudante estudiantil del

Doctor Fernando Justo López de Zavalía; luego como JTP, luego como profesor adjunto;

rendí también mi concurso como profesor asociado; y actualmente estoy a cargo de la

Cátedra de Contratos ante el fallecimiento del doctor Ernesto Wayar. También enseño en

la UCSE, en la Universidad Católica de Santiago del Estero, soy Profesor Titular de

Contratos y me desempeñé también como profesor titular de Derecho del Consumo en la

UNSTA. También he participado en actividades de posgrado dando cursos, he organizado

también cursos de posgrado en Derecho Empresario y en Derecho de los Contratos. He

dado varias conferencias tanto en Tucumán, Buenos Aires, en la UBA; en el curso de

posgrado del doctor Lorenzetti, del Derecho de Daños y también en otras partes del país.

Tengo escritos más de 60 artículos jurídicos y opiniones de doctrina. Hace dos años fui

profesor invitado a Parisienne una universidad francesa en París, donde he brindado un,

seminario de Derecho del Consumidor Comparado, Argentina, Comunidad Económica

Europea, Derecho Francés. He escrito —como les decía- casi 70 artículos jurídicos y en

materia específica de “concursos” he escrito un comentario a la Ley n* 23091, de

Locaciones, que salió publicado en LexisNexis; también he publicado el comentario del

Código Civil y Comercial dirigido por Ricardo Lorenzetti, 200 páginas en materia de
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locaciones. Actualmente, he remitido a dicha editorial para que sea publicada una

actualización de ese comentario del Código Civil y Comercial con la incorporación de la

nueva Ley de Alquileres. También he publicado diversos artículos en materia de

locaciones, el precio de las locaciones, actualizaciones, etcétera, y también, que me parece

que es relevante por el fuero, en materia de tarjetas de crédito. Creo que soy uno de los

cuatro autores en Argentina que ha publicado más artículos sobre la problemática; sobre

todo en el tema, también, de Derecho Bancario y protección al consumidor, gracias a la

experiencia que tuve de ser gerente de Legales del Banco NOAR, que era un banco de la

colectividad judía y donde me desempeñé cuatro años hasta su fusión con el Banco Mayo.

Así que esa es mi presentación académica. Profesionalmente, soy un abogado de diversas

empresas en Tucumán, entre ellas el Sanatorio 9 de Julio, de Petronorte, SAT, también

de una citrícola de Vicente Trapani SA; tengo un estudio jurídico que algunos otros

colegas colaboran conmigo en mi actividad. Así que esa es mi presentación. No sé si he

omitido algo. Lo que haya omitido ustedes lo tienen en mis antecedentes comprobados

que he presentado ante el Consejo. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor

Esteban Padilla. Dr. Padilla. Buenas tardes, doctor y felicitaciones por esta entrevista.

Yo le quería preguntar qué opina usted sobre el pagaré en las relaciones de consumo, su

habilidad como título ejecutivo y si el acreedor debe integrarlo al título con alguna otra

documentación, por ejemplo el mutuo, y cuál sería el momento procesal oportuno para

realizar dicha integración. Dr. Moeremans. Bueno, sobre el tema del pagaré de consumo

evidentemente hay una discusión que todavía no ha finalizado e incluso hay una

regulación que está en vía de ser tratada en el Congreso. Hay un proyecto de modificación

que ya ingresó, un proyecto de reforma a la Ley de Defensa del Consumidor donde se

trata, especificamente, el tema del pagaré de consumo. La problemática en el tema deriva,

ES por un lado, de la abstracción del pagaré; y por otro lado, del artículo 36 de la 24240, que

$ Sigo para los créditos al consumo que se cumplan ciertos requisitos, entre ellos que se
incorpore la tasa efectiva anual que se debe percibir en los créditos y también otros

requisitos de información y transparencia, entre ellos los costos repercutibles, cláusula

penal, etcétera. Con lo cual, tenemos dos normativas que entran en aparente colisión,

sobre todo por el tema de la abstracción del título. Sobre esto se ha discutido en las

Cámaras de Mar del Plata, que han sido pioneras. En su momento, para mí fue un tema
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que me hacía ruido: ¿cómo compatibilizar la normativa de la Ley de Defensa del

Consumidor con la abstracción del título y el Decreto Ley que regula el tema del pagaré?

Y, efectivamente, acá la posible colisión existe; entonces, creo que hay que interpretar la

primera interpretativa que ha establecido la Corte de la Nación, en el sentido de que no

se debe procurar que una prevalezca sobre otra o ver la incompatibilidad, sino la forma

de compatibilizar esta cuestión. Y es así que, en primer lugar, se ha planteado la duda de

si esto puede ser analizado de oficio por el juez. Es decir, si una de las partes inicia una

ejecución y si el juez puede, de oficio, declarar la inhabilidad del título porque no lo ha

integrado con la documentación correspondiente al artículo 36 de la 24.240, es decir, con

el mutuo, con los intereses y con la prueba de que se ha informado al consumidor sobre

la tasa efectiva anual, sobre las penalidades, sobre la tasa de interés punitoria, y si se han

incorporado o no los otros gastos repercutibles en el crédito. Recientemente, la Cámara

del Fuero ha dictado una sentencia en el caso “Marathon”, donde dos a uno, es decir con

disidencia del doctor Alonso quien consideró que se podía declarar de oficio por el juez

sin que se hubiera intimado todavía de pago al deudor, mientras que los doctores Cossio

y Courtade —bueno, ahí está el doctor Cossio en la entrevista, también- han sostenido que

previamente, sin negarle la posibilidad del análisis de oficio, debía intimarse de pago para

ver si el deudor alegaba que se trataba de un pagaré de consumo y que no se había dado

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 36 y que no se había integrado el título. Es

decir que esta es la nueva jurisprudencia, si se puede decir, en el Fuero. Creo que no es

de muy larga data. Y antes de eso, ya también la Cámara del Fuero había intimado —creo

que usted también, doctor, profesionalmente había participado en el tema- porque se había

solicitado, ereo que en uno de los casos el actor era el Banco Santander, que integren el

título. Es decir que incorpore la documentación base y en base a esa documentación

declararon la inhabilidad del título. En otros casos se ha omitido de acompañar la

documentación respaldatoria, el instrumento base de la ejecución y se ha declarado la

inhabilidad del título por incumplimiento del artículo 36 de la ley 24240. En esto, el

proyecto de modificación a la Ley de Defensa del Consumidor regula que se debe

acompañar en el caso de los pagarés de consumo la documentación que acredita el

negocio base a los efectos de integrar el título y de acreditar que se ha dado cumplimiento

con el artículo 36 de la ley 24240. Lo que sí, se ha notado alguna tendencia en los
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tribunales de primera instancia en Tucumán de considerar de oficio, por lo menos hay tres

juzgados que así lo hacen, la inhabilidad del título cuando se trataría, supuestamente, de

un pagaré de consumo. Es decir, se aplica muchas veces en todos los casos, a pesar de

que no se sabe todavía —porque todavía no se ha intimado de pago- si es o no un pagaré

de consumo, se tiende a aplicar automáticamente la ley n? 24240. En este sentido,

coincido con la jurisprudencia reciente en el caso “Marathon” de que previamente se debe

intimar de pago, porque hay pagarés que no derivan necesariamente de un mutuo de

consumo, de un crédito de consumo, sino que pueden tener su base o su origen en otros

negocios jurídicos. También, en cuanto al pagaré, coincido con la posición -en este caso

minoritaria- del doctor Alonso, en el sentido de que en la relación de librador y

beneficiario del pagaré sí es posible invocar la causa, es decir que sí se puede llegar a

discutir. A mí me parece, además, un principio general de buena fe que si el pagaré no ha

sido negociado, en el marco se pueda discutir la causa de la obligación. En ese sentido

suscribo esa posición que, además, ya tenía su antecedente con Cámara y otros

doctrinarios relevantes en nuestro Derecho que afirmaban que no había un problema de

abstracción cuando eran simplemente librador y beneficiario del pagaré. Dr. Padilla.

Perfecto para mí. Gracias. Dra. Rodríguez.Campos. Le damos la palabra al doctor Luis

Marquetti. Dr. Marquetti. Le quiero preguntar sobre lo siguiente: Hay una situación por

la que por ahí pasan los jueces de Documentos y Locaciones, los miembros de la Cámara,

porque a veces se encuentran limitados al momento de ordenar el lanzamiento en el caso

de un desalojo porque hay pactos internacionales de los que Argentina es parte y por ende

incorpora a la Constitución, que tienen que ver con los derechos del niño. Particularmente,

yo he tenido algún desalojo alguna vez donde he tenido que esperar muchísimo tiempo

y” hasta tanto se ha podido concretar ese lanzamiento, porque el juez tenía que dar

hay un pacto que se debe respetar. ¿Usted considera que hay un tiempo razonable, hasta

dónde el juez debe investigar para llegar a tomar una decisión de lanzamiento? Siempre

teniendo en cuenta que muchas veces las actitudes de los demandados por ahí no es de

las mejores, es decir muchas veces no pagan el alquiler porque no quieren, porque tienen

una conducta de incumplimiento y, sin embargo, el propietario está sometido a la voluntad
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de querer abandonar o no la propiedad de él. ¿Qué opina usted, doctor? Dr. Moeremans.

Bueno, le traigo a colación una conferencia muy interesante que escuché en un congreso

nacional de profesores de Derecho Civil en Santa Fe. Allí un profesor de España nos daba

el ejemplo: “¿Ustedes desalojarían a una viuda con hijos la noche de Nochebuena?,

¿ordenarían como jueces un desalojo?” Y la verdad, por supuesto que la pregunta nos

repercute, su sensibilidad social no puede estar ajena en el tema. Y él contestó: “Si

nosotros negáramos la posibilidad de ordenar desalojo en esa circunstancia, piensen

ustedes qué difícil le va a resultar a esa viuda en el futuro conseguir un inmueble en

locación, porque los locadores van a decir: “Yo tengo tantos problemas para desalojar a

personas en situación vulnerable que prefiero no alquilarles””, porque la libertad de

conclusión, la libertad de celebrar o no el contrato, sigue estando reservada, incluso está

legislativamente prevista en el artículo 958 del Código Civil y Comercial. Con esto

entramos a un tema que es apasionante, que es la potencia o impotencia del Derecho Civil

para resolver ciertas situaciones de sectores vulnerables o hiper vulnerables de la

sociedad. En lo personal coincido en que el Derecho Civil tiene sus límites, que hay

muchas situaciones de vulnerabilidad o hiper vulnerabilidad que no dependen del locador,

sino que es una función esencial de la seguridad social, es decir, del Estado, que debe

resolver esas situaciones. Concretamente, en el caso de los menores, donde existe —como

bien ha señalado usted- una convención internacional, esa convención está dirigida a la

protección de los menores en todos los ámbitos, pero principalmente el responsable es el

Estado. Es decir que la situación de menores, que está previsto en el Código Civil y

Comercial que no se puede excluir de la locación o prohibir el uso y goce de la cosa en el

caso de que hubiera menores o incapaces. Personalmente escribí en la obra de Lorenzetti

y lo repetí en otros comentarios, que eso de nuevo no priva la libertad de conclusión, sino

que es una limitación a lo que es la configuración del contrato. Yo no puedo prohibir en

el contrato que habiten, también, solo personas incapaces o acompañados de los

locatarios, menores o incapaces. Ahora, concretamente, en el momento del desalojo, ya

existen fallos de la Corte de Tucumán y de las Cámaras, porque ya se ha planteado el

tema si se puede suspender el desalojo hasta tanto se resuelva la cuestión de los menores.

Situaciones de parejas desavenidas, que de pronto la mujer queda habitando el inmueble

y que no tiene ningún ingreso ni posibilidades de cumplir con el pago del arriendo y que
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en definitiva son desalojados. La Corte ha dicho que no procede la suspensión del

desalojo, sino que lo que procede es notificar a los organismos pertinentes a los efectos

de que, justamente, traten de subsanar esa situación de vulnerabilidad y que puedan prever

para ese menor y ese grupo familiar una vivienda adecuada. Porque también considero

que el artículo 14 bis de la Constitución está dirigido, principalmente, al Estado. Por

supuesto que las situaciones de locaciones son situaciones complicadas, porque también

integran este derecho constitucional y está involucrada una cuestión social. Pero reitero,

esto me parece que en forma razonable la Corte local ya ha dicho que no procede la

suspensión, sino meramente la notificación. Pero lo que usted menciona también trae a

colación el Decreto n” 320/2020 que suspendió los procesos de lanzamientos hasta el mes

de septiembre de 2020. Esto en situación de la emergencia sanitaria, social y económica,

ampliando la Ley de Emergencia que ya se había sancionado en noviembre del año

pasado. Este Decreto suspendió hasta septiembre los desalojos, aun cuando ya hubiera

quedado firme la orden de desalojo, pero que no se hubiera ejecutado. Y a mí también me

había hecho un poco de ruido cuando lo leí y escribí sobre el tema -que ya fue publicado-

y estudiando la cuestión noté que ya en el año 1959, en la Corte Suprema de Justicia de

la Nación, en el mismo día sacó tres fallos, el más renombrado es de “Delle Donne”,

donde sostuvo que en las situaciones de emergencia era constitucionalmente conforme la

posibilidad de suspender las acciones de desalojo. Era cierto que en aquella circunstancia,

que era por cuestión de emergencia locativa, se excluían las situaciones de desalojos por

falta de pago, mientras que ahora, en el Decreto n* 320, se incluye exclusivamente la

situación de desalojo por falta de pago; es decir, se puede desalojar por otras cuestiones,

pero si se trata de una cuestión de falta de pago, se debe esperar hasta septiembre 2020

>

1" para proceder al desalojo. Y la Corte declaró constitucional en el año 1959 la posibilidad
E > e suspender los juicios de desalojo. Y ahí también la Corte sentó los criterios que debían

S
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SES primar respecto de las situaciones de emergencia, es decir: debían ser situaciones

ESES declaradas por ley, la medida debía ser proporcional a la situación de emergencia, debía

o ser temporal y no debía ser una supresión del Derecho, sino una mera limitación al mismo.

Y respecto del tiempo, la Corte sostuvo en aquel entonces —y lo viene sosteniendo en

forma inveterada- que la situación de emergencia dura todo el tiempo que dura la

emergencia, de manera tal que se puede, eventualmente, prorrogar la suspensión de la
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sentencia y las órdenes de mandamientos de desalojos más allá de septiembre, si es que

la emergencia no ha concluido. Incluso, en el Decreto n? 320 se prevé una posibilidad de

que el Poder Ejecutivo prorrogue, se delegue incluso en el Poder Ejecutivo, la facultad de

suspender las órdenes de desalojo. Dr. Marquetti. Perfecto. Muchas gracias, doctor. Dra.

Rodríguez Campos. Le damos la palabra el doctor Sánchez. Dr. Sánchez. Doctor, una

pregunta de opinión: usted ha visto que en este contexto de distanciamiento y de

aislamiento social se ha promovido más el uso de nuevas tecnologías, han cobrado

especial relevancia los medios digitales y los medios electrónicos y, en particular, me

gustaría saber su opinión acerca del impacto del uso del cheque electrónico, y luego la

utilización de los certificados para acciones civiles en el caso de cheques electrónicos.

¿Qué opinión tiene sobre el tema? Dr. Moeremans. Creo que actualmente vamos a la

inmaterialización de los instrumentos de crédito. En los negocios electrónicos ya usted

sabe que el Código Civil y Comercial lo ha incorporado —incluso dentro del Título del

Capítulo correspondiente a los Contratos de Consumo- toda una regulación sobre los e-

business o los negocios por medios informáticos ha tomado un impacto que

desconociamos a todo nivel, incluso a nivel de la magistratura, sobre la utilización de las

nuevas tecnologías a los efectos de la inmaterialización de los procesos judiciales. En lo

particular y referente a lo que usted comenta, el cheque electrónico me parece una

herramienta muy valiosa que se va a imponer y que va a trascender el marco de la

emergencia y del ASPO, del aislamiento social, preventivo y obligatorio; y se va a

imponer en el tráfico negocial, porque a eso tendemos, a la inmaterialización de esos

títulos. Y por lo tanto la ejecución, la emisión del certificado a los efectos de la ejecución

no me parece que sea nada irrazonable ni nada ilógica; al contrario, creo que eso va a

ayudar al comercio, va a dar mayor transparencia. Debemos contar con los mecanismos

de seguridad necesarios para evitar fraudes, pero bueno, esa es una situación que se

presenta en todos los niveles. Es decir que yo aplaudo que se haya incorporado el cheque

electrónico y creo que los mecanismos de ejecución van a ser mucho más ágiles y un poco

a lo que se tiende —y espero poder llevar a cabo si accedo a la magistratura- es que haya

una mayor celeridad en el recupero del crédito. ¿Por qué? Porque hay algo —y ahi

seguramente los colegas que trabajan en bancos y que uno lo conoce a nivel de

macroeconomía- la falta del cumplimiento oportuno, cuando no se debe necesariamente
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